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América Latina y el Caribe: a 25 años de la Declaración y la Plataforma de 

Acción de Beijing 

La región ha sido pionera a la hora de promover una Agenda Regional de Género que desde 1977 ha articulado compromisos 
asumidos a nivel nacional y regional e incluso ha sido fundamental para influir en las agendas globales. A 25 años de la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing en 1995, han sido importantes los esfuerzos realizados por los países 
de América Latina y el Caribe por reconocer y garantizar los derechos de las mujeres y situar la superación de las desigualdades 
de género en el centro. Esto a fin de transitar hacia estilos de desarrollo sostenible y dar cumplimiento a los compromisos asumi-
dos en sinergia con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. En 2016, los países de la región adoptan la Estrategia de 
Montevideo para la Implementación de la Agenda Regional de Género en el Marco del Desarrollo Sostenible hacia 2030 aceleran-
do así la implementación de los acuerdos plasmados en la Agenda Regional de Género y en de la Plataforma de Acción de 
Beijing. Este instrumento político-técnico se ha constituido como herramienta regional clave para el cierre de la brecha entre la 
igualdad de jure y de facto mediante el fortalecimiento de políticas públicas que garanticen la autonomía de las mujeres. 

La Estrategia de Montevideo: hoja de ruta para implementar los compromisos regionales e internacionales sobre 
igualdad de género y derechos y autonomía de las mujeres en el marco del desarrollo sostenible

División de Asuntos de Género

Fuente:Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Informe regional sobre el avance en la aplicación de la Estrategia de Montevideo para la 
Implementación de la Agenda Regional de Género en el Marco del Desarrollo Sostenible hacia 2030 (LC/CRM.14/5), Santiago, 2019

América Latina y el Caribe ha tenido progresos significativos en el reconocimiento de los derechos y la autonomía de las mujeres, 
así como en la reducción de las desigualdades de género. No obstante, los avances han sido lentos y disímiles entre países y 
entre las distintas dimensiones de la autonomía de las mujeres. Además, estos progresos no han sido constantes y sigue habien-
do obstáculos que limitan el alcance de las políticas de igualdad y su repercusión en la mejora de las condiciones de vida de las 
mujeres y las niñas. 

En términos de avances institucionales destacan la consolidación de los mecanismos para el adelanto de las mujeres, que 
ha permitido la implementación de estrategias de transversalización de género en distintos sectores y niveles de los 
Estados así como la puesta en marcha de planes nacionales de igualdad y la articulación de los planes de desarrollo con 
los acuerdos relacionados con la igualdad entre hombres y mujeres.



Los avances encaminados al logro de la autonomía económica de las mujeres se relacionan con  la visibilización del 
vínculo entre el trabajo remunerado y no remunerado; institucionalidad reflejada en el desarrollo de políticas y planes 
específicos sobre cuidados, corresponsabilidad y derechos laborales o empleo; sistemas de información sobre trabajo no 
remunerado y uso del tiempo, e iniciativas en el ámbito de las comunicaciones, incluidas campañas de sensibilización y 
promoción de la corresponsabilidad social en los cuidados. Algunos países de la región (Argentina, Chile, Costa Rica, El 
Salvador, Paraguay, Uruguay) han comenzado a debatir e implementar  normas y mecanismos  para el cuidado de 
personas dependientes (niños y niñas, personas adultas mayores o con discapacidad); estas iniciativas pretenden articular 
el trabajo de distintas instituciones para prestar atención integral  con un enfoque de derechos con el objetivo de mejorar 
la calidad de vida de estas poblaciones Estas medidas también tienen por objetivo facilitar la incorporación de las mujeres 
al mercado laboral. Pese a los avances en los debates en torno a los cuidados y la visibilización estadística de la 
sobrecarga de trabajo no remunerado de las mujeres, en la región aún las mujeres dedican el triple del tiempo al trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerados en comparación con el que dedican los hombres.

En cuanto a la autonomía física de las mujeres, la adopción de marcos normativos para la eliminación de la violencia 
contra las mujeres por razón de género es parte de los avances más significativos que en el plano institucional. En los 
últimos 5 años, al menos 17 países han formulado políticas o planes nacionales contra la violencia. A su vez, 13 países en 
América Latina cuentan con leyes integrales contra la violencia hacia las mujeres. Sin embargo, las cifras sobre violencia 
por razón de género y feminicidio siguen siendo un motivo de gran preocupación para una región que al 2018 contaba con 
al menos 3800 mujeres víctimas de feminicidio . Urge hacer efectivas las leyes y políticas y adoptar una amplia serie de 
medidas preventivas, penales, de protección y de atención para lograr la erradicación de todas las formas de violencia 
contra las mujeres y las niñas.

El progreso en lo referente a la autonomía de las mujeres en la toma de decisiones está asociado a la formulación de 
marcos normativos en virtud de los cuales se reconocen y aplican el principio de paridad de género y mecanismos de 
cuotas, así como en la realización de otras acciones positivas para impulsar la participación política de las mujeres. A 29 
años de la promulgación de la primera ley de cuotas en América Latina, varios países cuentan con algún tipo de norma 
sobre acciones afirmativas, cuotas o paridad. Esto podría ser un elemento que permitiera profundizar el principio de 
democracia paritaria, que implica avanzar en un contrato social en que hombres y mujeres asuman responsabilidades 
compartidas e igualitarias en todos los ámbitos del desarrollo. Aún falta camino por recorrer para alcanzar la paridad en la 
región ya que en  2019 el promedio de mujeres en  los parlamentos era 31,6%.

A 25 años de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing, en América Latina y el Caribe persisten los desafíos para 
avanzar en el cumplimiento de los compromisos asumidos:

• Persisten brechas entre la magnitud de las desigualdades de género en la región y las capacidades y los recursos 
estatales disponibles para hacerles frente y reducirlas. Por ello es preciso una respuesta integral que contemple los diez 
ejes de implementación de la Estrategia de Montevideo y garantizar el financiamiento suficiente y progresivo para cumplir 
con los compromisos regionales y globales de igualdad de género y autonomía de las mujeres. 
• La operacionalización del enfoque de interseccionalidad e interculturalidad en las políticas, los programas y las 
acciones sigue siendo un reto. Es urgente conocer y abordar la situación de las mujeres rurales, indígenas, 
afrodescendientes, migrantes, adolescentes y jóvenes, entre otras, y el conjunto de barreras que enfrentan en su vida 
cotidiana para alcanzar su autonomía.
• Las desigualdades de género se manifiestan en el plano internacional, regional, nacional y subnacional, por ello 
se requiere una visión renovada de la política pública para poder responder de forma coordinada. Es necesario fortalecer 
tanto la multiescalaridad en la actuación del Estado como la cooperación regional que trasciende las fronteras nacionales.
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